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Acta No. 472 del 13 de septiembre de 2012

Expediente No. 66001-22-13-000-2012-00251-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela promovida  por el señor Harold Antonio Restrepo Restrepo contra la Dirección Nacional de Reclutamiento del Ejército Nacional de Colombia.

A N T E C E D E N T E S

Expresó el demandante que el pasado 18 de abril le fue expedido recibo de pago para su libreta militar por valor de $1.204.000; no trabaja, vive con su abuela, sus padres no le ayudan, fue intervenido quirúrgicamente y le extrajeron un riñón y como no cuenta con los medios económicos para cancelar “el valor liquidado”, el pasado 24 de julio elevó derecho de petición a la entidad accionada, sin que hasta la fecha haya recibido respuesta.  
Estimó lesionado su derecho de petición y para su protección, pidió ordenar a la autoridad demandada, dar respuesta inmediata a la solicitud elevada.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

Mediante proveído del pasado 5 de septiembre se admitió la acción, se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor. 
La entidad demandada no emitió pronunciamiento alguno.
C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Considera el actor lesionado su derecho de petición, toda vez que no ha obtenido respuesta a la solicitud que elevó a la Dirección Nacional de Reclutamiento del Ejército Nacional de Colombia, que tal como se deduce del escrito que la contiene y que se allegó con la demanda, está encaminada a obtener la nulidad del recibo de pago No. 0388154 expedido por el Distrito Militar No. 22 de Pereira y con la reliquidación de su obligación.  

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:
“Esta Corporación, se ha pronunciado reiteradamente en relación con el sentido y alcance del derecho fundamental de petición, delineando algunos supuestos fácticos mínimos que determinan su ámbito de protección constitucional. En sentencia T-377 de 2000
, se dijo lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

“b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

“c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

“d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita (…)”
. 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución, y el 14 expresa que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción. Aunque esas disposiciones, entre otras, fueron declaradas inexequibles por la Corte Constitucional mediante sentencia C-818 de 2011, en la misma providencia difirió sus efectos hasta el 31 de diciembre de 2014.

Está acreditado en el proceso que el demandante elevó solicitud a la Dirección Nacional de Reclutamiento en la ciudad de Bogotá, tendiente a obtener la nulidad del recibo de pago No. 0388154 expedido por el Distrito Militar No. 22 de Pereira y una nueva reliquidación, tal como lo demuestra la copia del referido documento que se allegó con la demanda
 y que el mismo fue remitido al destinatario el pasado 23 de julio, por medio de la empresa Servientrega, como consta en la guía No. 7182255982 de la que también se allegó copia
.
También, que la entidad a la que se dirigió esa petición no la ha respondido, pues no demostró lo contrario, toda vez que no se pronunció en relación con el escrito por medio del cual se solicitó el amparo; ni informó si la había recibido y contestado, como se le ordenó en el auto por medio del cual se admitió la acción, razón por la cual deben tenerse por ciertos los hechos de la demanda, de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.

Así las cosas, como ha vencido el término de quince días que tenía la Dirección Nacional de Reclutamiento del Ejército Nacional de Colombia para resolver la petición elevada por el actor, a la que atrás se hizo alusión, sin que lo haya hecho, se considera vulnerado el derecho de petición. 

En consecuencia, se concederá la tutela reclamada y se ordenará al Director de esa entidad que en el término de cuarenta y ocho horas proceda a responder de fondo, de manera clara, precisa, la solicitud elevada por el demandante el 23 de julio que pasó, tendiente a obtener la nulidad del recibo de pago No. 0388154 expedido por el Distrito Militar No. 22 de Pereira y la reliquidación de la obligación que con esa entidad tiene.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO.- Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Harold Antonio Restrepo Restrepo.
SEGUNDO.- Se ordena al Director Nacional de Reclutamiento del Ejército Nacional de Colombia, que en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación de esta decisión, responda de fondo, de manera clara y precisa, la solicitud elevada por el señor Harold Antonio Restrepo Restrepo, el 23 de julio que pasó, tendiente a obtener la nulidad del recibo de pago No. 0388154 expedido por el Distrito Militar No. 22 de Pereira y la reliquidación de su obligación.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
CUARTO.- De no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


LUÍS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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